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			Introducción

			CECILIA CASTAÑO
					COLLADO1

			AVANCES Y RETROCESOS EN LA IGUALDAD DE GÉNERO


			La crisis económica actual, la Gran Recesión, constituye un reto para la igualdad de género en España y en la Unión Europea. Los avances en la posición de las mujeres en empleo, salarios, disponibilidad de servicios públicos de cuidados y acceso al poder económico y empresarial han quedado en suspenso. El estancamiento, incluso retroceso, en la posición de las mujeres no responde a una única causa. El progreso de las últimas décadas se había sustentado en políticas públicas de igualdad de género, pero también en el desarrollo del Estado de Bienestar. Hoy, dichas políticas están en cuestión, si no en clara regresión, subordinadas a otras políticas, las de consolidación fiscal. Estas últimas se basan no solo en austeridad y recortes del gasto público coyunturales —reducción o congelación de salarios de los empleados públicos y de las pensiones públicas hasta que se supere la crisis— sino en una reducción estructural del tamaño del sector público y de la oferta de servicios públicos básicos de educación, salud y asistencia social, que son esenciales para la participación laboral femenina, y además constituyen una fuente de empleo para las mujeres. 

			Cuando observamos la evolución de la situación de la igualdad/desigualdad de género en España en el transcurso de la crisis económica actual, el retroceso de nuestro país en comparación con los más avanzados es evidente. Según el último ranking sobre brecha global de género —Global Gender Gap (GGG)2— correspondiente a 2013, España ocupa el puesto número 30, y ha descendido 19 puestos desde 2006, primer año de elaboración del índice y año previo al desencadenamiento de la crisis económica, en que estaba en la posición 11. En el último año, retrocedió seis puestos (en 2012 ocupaba el puesto 26). A pesar del empeoramiento, España obtiene buenos resultados de forma sostenida en educación y salud (la posición de las mujeres en media con respecto a los hombres es de 0,90 por 100), lo que indica el esfuerzo que estas realizan por mejorar su capital humano. Por el contrario, en participación y oportunidades económicas, las diferencias con los hombres son bastante considerables (0,65 por 100), particularmente en brecha salarial y de ingresos (0,53 por 100), así como en participación laboral (0,80 por 100). El empoderamiento político femenino ha empeorado considerablemente en nuestro país, que ha descendido desde el puesto número 5 en 2006 al puesto número 27 en 2013. Los primeros países del ranking, que mantienen su posición desde el primer año de su elaboración, son los nórdicos (Islandia, Finlandia, Noruega y Suecia). España ha pasado de estar por delante de países como Alemania, Austria, Bélgica o los Estados Unidos a estar por detrás de ellos.

			Los análisis de la situación de la desigualdad y de las políticas de igualdad de género de la Unión Europea que se han llevado a cabo en los últimos años ponen de manifiesto que, tras el impulso de la Declaración de Beijing en 1995 y la adopción de la transversalidad de género, el objetivo de la igualdad entre hombres y mujeres ha ido perdiendo fuerza (Karamessini y Rubery, 2014a; Smith y Villa, 2014). Esta creciente fragilidad del compromiso con la igualdad de géne- ro no es ajena a los esfuerzos y presiones para justificar la necesidad de las políticas de igualdad no tanto en términos de justicia social sino más bien en términos de eficiencia económica, es decir, sustentar este compromiso en el Business Case for Gender Equality y en el Economic Case for Gender Equality. Tras la irrupción de la recesión, las políticas que se han puesto en práctica para abordarla, tanto las de carácter contracíclico de estímulo económico en 2008 como las de ajuste y consolidación fiscal que se pusieron en marcha desde 2010, son completamente ciegas al género. Esto significa que no se ha considerado si sus efectos favorecen a los hombres y perjudican a las mujeres o viceversa; tampoco se han diseñado medidas para superar la crisis que preserven los avances alcanzados en la igualdad de género. Lo peor es que en muchos países —entre ellos notablemente España— ha habido un retroceso de la igualdad en términos políticos e institucionales.

			Ya hace siete años desde que se desencadenó esta crisis y en estos momentos no está muy claro cuándo y cómo será la salida, debido a que la ralentización del crecimiento que están experimentando algunos de los grandes países de la zona euro ensombrece las expectativas económicas. En todo caso, y desde el punto de vista de la igualdad de género, persisten varios interrogantes. ¿Se conseguirá finalmente imponer este cambio de prioridades, más propio de una agenda neoliberal clásica de reducción de lo público que de una estrategia propiamente orientada a la superación de la crisis? Un elemento de la visión neoliberal que afecta especialmente a las mujeres es que, en su sacralización de lo privado, tanto la decisión de trabajar por parte de las mujeres como la conciliación trabajo-familia son considerados problemas a resolver en el ámbito familiar —cuidadores familiares o de mercado— y no en el público —provisión de servicios públicos—, aunque ello implique posponer o cancelar los objetivos hasta ahora perseguidos de incorporación efectiva de las mujeres al empleo y al crecimiento económico (tasa de empleo femenina del 75 por 100). En todo caso, la vuelta de las mujeres al hogar y su retirada de la actividad productiva ¿contribuiría a reducir las abultadas cifras de paro? ¿Permitirían reducir el gasto social dirigido a las familias, siempre que esas tareas fueran realizadas de forma gratuita por las mujeres? ¿Cómo reaccionarán las mujeres ante este cambio de prioridades en la agenda de las políticas públicas? ¿Renunciarán a los avances que han conseguido con tanto esfuerzo para volver al hogar y producir allí los bienes y servicios que sus familias requieren?

			UNA REFERENCIA AL ORIGEN Y DESARROLLO DE LA GRAN RECESIÓN


			La larga, intensa y compleja crisis económica actual se desencadenó en los Estados Unidos en 2007 con la explosión de la burbuja de las hipotecas basura —de alto riesgo de impago. La posterior quiebra de Lehman Brothers en 2008 y el subsiguiente colapso del sistema financiero mundial provocaron una enorme sequía de crédito y una recesión, con efectos inmediatos de destrucción de empleo. 

			El origen de esta crisis, sin embargo, no está en los hechos mencionados, sino en las bases del modelo económico sobre las que se sustentó la bonanza anterior. Por una parte, la desregulación del sistema financiero mundial —para facilitar los movimientos de capital que requiere la creciente globalización de la actividad económica— y por otra la abundancia de crédito puesta en marcha desde 2001 para superar la explosión de la burbuja de las tecnológicas (.com). La ausencia de regulaciones bancarias y financieras estrictas facilitaba la emisión de activos tóxicos, en gran parte basados en hipotecas y otros créditos de alto riesgo, que, en forma de derivados financieros, inundaron los mercados internacionales, las carteras de los bancos, de las empresas y de las familias. La burbuja inmobiliaria, por otra parte, era alimentada por un incremento del endeudamiento familiar —y de las empresas— que no se sustentaba en el crecimiento de sus ingresos, sino en la abundancia y bajo coste del crédito. Las optimistas expectativas respecto al valor de sus viviendas —o de sus activos financieros e inmobiliarios, en el caso de las empresas— favorecían el crédito al consumo y las inversiones en activos inmobiliarios. 

			Como argumenta Stiglitz (2010), una de las razones de los desequilibrios reales en el origen de la crisis está en que muchos hogares estaban experimentando una caída de rentas —porque los salarios no crecían tanto como la productividad— pero fueron estimulados a aumentar su consumo por la vía del endeudamiento con crédito barato. Esta caída de ingresos de los hogares tenía su fundamento en el cambio de las ventajas competitivas dinámicas en favor de China y otros países asiáticos y emergentes, con efectos globales y estructurales a largo plazo sobre el empleo y los salarios en Estados Unidos y en los países europeos. La explosión de las burbujas inmobiliarias y la crisis financiera determinaron una notable pérdida de valor de los activos financieros e inmobiliarios en manos de los bancos, los inversores y las familias. Esta pérdida de riqueza financiera, unida a la escasez extrema de crédito, afectó considerablemente al consumo. 

			Esta primera etapa de la crisis se abordó, por una parte, mediante rescates de los bancos financiados con fondos públicos y, por otra, con políticas contracíclicas de gasto público, orientadas a apoyar a los sectores más directamente afectados —obras públicas para la construcción; subvenciones a la industria en general y en particular a la del automóvil en los Estados Unidos—, y la economía pareció recuperarse a finales de 2009. 

			El principal rasgo distintivo de esta crisis es, sin embargo, su intensidad, complejidad y duración, particularmente en la UE, en gran parte determinada por las políticas de austeridad puestas en práctica para hacer frente al problema de la deuda soberana, con el que se inicia en la Eurozona la segunda etapa de la crisis, mucho más recesiva y prolongada (Malo, 2014). 

			En un contexto de escasez y encarecimiento de fondos en los mercados internacionales, los déficits públicos y la deuda pública aumentaron en la Eurozona, por el efecto combinado de la reducción de los ingresos públicos —por la recesión— y el aumento de los gastos también públicos —en desempleo; pensiones por jubilaciones anticipadas; ayudas a sectores industriales y al automóvil. Lo anterior provocó en 2010 una segunda crisis, la crisis de la deuda soberana, más grave en los países más endeudados de la zona euro, Grecia, Portugal, Irlanda, España, algunos de ellos con grandes burbujas inmobiliarias (particularmente los dos últimos), que puso en cuestión la propia supervivencia del euro. 

			En la primavera de 2010, la Comisión Europea y el Fondo Monetario Internacional impusieron el Pacto de Estabilidad y Crecimiento de la UE, un compromiso con las políticas de austeridad por el que el déficit público no puede superar el 3 por 100 del PIB. A los rescates de entidades financieras siguieron, en la zona euro, los rescates de los países más endeudados, particularmente los periféricos y del sur de Europa, con enormes efectos de reducción del consumo privado y público. En España, en 2012, se negoció un paquete de rescate bancario de 100.000 millones de euros, cuya digestión está contribuyendo a alimentar incertidumbres respecto a la estabilidad macroeconómica de nuestro país.

			Más allá de los problemas financieros, de déficit y deuda, una de las características de esta crisis que la diferencia de otras anteriores, en las que la industria y la construcción fueron los sectores más claramente afectados, es su enorme impacto sobre los servicios y en consecuencia sobre el empleo de los servicios. La considerable reducción del consumo privado y público ha afectado a los sectores de finanzas, hostelería, comercio y, de manera muy clara, a todo el sector público, con importante presencia de empleo femenino, mayoritario en algunos de ellos. 

			La aplicación de políticas coordinadas de austeridad en la Eurozona, basadas en los llamados ajustes estructurales —reducción del tamaño del sector público—, se añadió a la sequía del crédito —a pesar de los rescates de las entidades financieras con fondos públicos— y provocó la permanencia de la recesión durante 2012 y 2013, elevando las tasas de desempleo a niveles muy superiores a los de 2008 y 2009. 

			Toda política de austeridad tiene como objetivo principal la reducción del déficit presupuestario por las dos únicas vías posibles, aumento de ingresos —vía impuestos— y reducción de gastos, hasta alcanzar el ajuste o consolidación fiscal. En el caso de la Eurozona, sin embargo, la Comisión Europea y el Fondo Monetario Internacional han exigido a los países más afectados reformas estructurales orientadas a la flexibilización de los mercados de trabajo nacionales, así como la privatización de servicios y empresas públicos, en una auténtica aplicación de la agenda neoliberal de reducción de lo público como estrategia para salir de la crisis. Se trata no solo de recortes temporales del gasto público —congelación de salarios, pensiones y gasto social— sino de reducción de empleos públicos y recorte de servicios públicos y sociales en general —educación; salud; cuidados y asistencia social (Gálvez Muñoz y Rodríguez Madroño, 2011; Malo, 2014). 

			La austeridad, así entendida, afecta especialmente a las mujeres por dos vías que están relacionadas entre sí: primero, porque implica reducción del empleo público —mayoritariamente femenino— y deterioro de sus salarios y condiciones de trabajo; segundo, porque reduce la disponibilidad de una oferta suficiente de servicios públicos y sociales de cuidados —baja parental; cuidado de niños; cuidado de mayores; servicios sociales— que es imprescindible para facilitar la conciliación familia/trabajo. 

			LOS EFECTOS DIFERENTES DE LA RECESIÓN Y LA AUSTERIDAD SOBRE LAS MUJERES Y LOS HOMBRES


			A la hora de analizar si la recesión y la austeridad afectan más a las mujeres o a los hombres, se ha de destacar, en primer lugar, que las pérdidas de empleo, salarios, pensiones y servicios públicos las sufre la mayoría de la población de uno y otro sexo. Es evidente, sin embargo, que los afecta de manera distinta y con temporalizaciones diferentes. Considerando la división del trabajo por sexo y los roles sociales diferentes asignados a mujeres y hombres, a largo plazo las políticas de austeridad tienen efectos especialmente negativos sobre las condiciones de participación laboral de las mujeres. 

			El desencadenamiento de la crisis provocó, inicialmente, caídas de empleo absoluto mayoritariamente masculino en la construcción —mayores en función del tamaño de la burbuja inmobiliaria en cada país— y en la industria, pero también afectó al empleo femenino. En los Estados Unidos se consideraba que el problema más grave era el desempleo masculino y se llegó a utilizar el término Mancession para relacionar el aumento del paro en la industria con la segregación del empleo por sectores: el paro masculino crecía debido al aumento del comercio internacional de productos industriales y a las innovaciones tecnológicas sustitutivas de mano de obra en las industrias (Folbre, 2010). Sin embargo el desempleo femenino, que ya era más elevado que el masculino antes de la crisis, creció más que este. En la Eurozona, la situación de las mujeres se agravó porque las políticas de austeridad y reducción de servicios públicos no han considerado sus efectos negativos sobre la igualdad de género (Walby, 2009; Smith y Villa, 2014). 

			Desde el ámbito de la investigación de género y feminista se han analizado los efectos de la recesión y de las políticas de austeridad en la Unión Europea (Bettio et al., 2013; Karames- sini y Rubery [eds.], 2014a; Smith y Villa, 2014) y se han realizado contribuciones que nos ayudan a comprender lo que está ocurriendo desde distintas perspectivas: 

			—En primer lugar, se han aportado evidencias empíricas que permiten aclarar las diferencias entre los comportamientos de la oferta y la demanda de trabajo femenino y masculino a lo largo de la crisis, así como la evolución e interpretación de las brechas de género. 

			—La evidencia empírica sugiere, además, que es necesario revisar los marcos teóricos para el análisis e interpretación de los comportamientos de mujeres y hombres en el mercado de trabajo. 

			—Se ha analizado la ausencia de los principios de la transversalidad de género en las políticas puestas en marcha —primero de estímulo y después de austeridad— para hacer frente a la recesión.

			—Por último, la cuestión clave —el gran interrogante a dilucidar— es en qué medida los efectos de las políticas de austeridad están suponiendo en muchos países un retroceso, incluso un punto de no retorno, en los avances conseguidos hacia la igualdad de género. 

			Los distintos análisis realizados coinciden en la existencia de ciertas pautas comunes a todos los países de la UE, aunque también hay diversidad de situaciones por países (Karamessini y Rubery [eds.], 2014a; Périvier, 2014; Smith y Villa, 2014; Villa y Smith, 2010; 2011; 2012; Bettio et al., 2013; Bettio y Verashchagina, 2014), con marcada divergencia entre los países del sur y periféricos, más afectados por la reducción del empleo y el aumento del desempleo, y los del norte y centro de Europa, que han mostrado más capacidad de adaptación para hacer frente y recuperarse de la crisis. Pero si a corto plazo la crisis se mostraba como una he-cession, a largo plazo los efectos de las políticas de consolidación fiscal y reformas estructurales pueden llevar a una she-austerity con graves consecuencias para la igualdad de género (Rubery, 2014).

			LOS CAMBIOS EN LA OFERTA Y LA DEMANDA DE TRABAJO POR SEXO DURANTE LA GRAN RECESIÓN


			Así como las recesiones afectan de manera diferente a mujeres y hombres, debido a que la distribución del empleo por sectores y ocupaciones no es equitativa por sexo —lo que llamamos segregación horizontal y ocupacional—, las respuestas de unas y otros ante los efectos de la crisis también son distintas. A pesar de la pervivencia de los roles de género tradicionales, las mujeres han cambiado sus perfiles, actitudes y comportamientos laborales en mayor medida que los hombres, en gran parte por influencia de sus niveles de estudios más elevados, así como por los nuevos roles que asumen como sustentadoras del hogar. 

			Para abordar esta cuestión contamos con los datos del último y reciente informe de la Comisión Europea sobre Progreso hacia la igualdad entre mujeres y hombres en 2013 (EC, 2014). Dicho informe confirma lo ya adelantado por otro anterior y exhaustivo informe de finales de 2012 (Report on the Impact of the Economic Crisis on the Situation of Women and Men and on Gender Equality Policies, Bettio et al., 2013)3 acerca del impacto de la crisis económica y las políticas de igualdad de género sobre los comportamientos de la oferta y la demanda de trabajo femeninas y masculinas en el transcurso de la recesión —reducciones de empleo; aumentos del desempleo; cambios en la tasa de actividad de uno y otro sexo— y sus efectos sobre las brechas de género. Del contenido de ambos informes destacan algunos de los cambios en curso que se exponen a continuación: 

			Nivelación hacia abajo de las brechas de género: ¿se reduce la desigualdad?

			Durante la crisis, uno de los efectos generalizados de la recesión ha sido la nivelación hacia abajo de las brechas de género en variables como empleo, desempleo, salarios y pobreza. Sin embargo, esta reducción no refleja progresos hacia la igualdad de género, sino que, por el contrario, se sustenta en tasas más bajas de empleo y más altas de desempleo, así como en salarios más bajos tanto para las mujeres como para los hombres, aunque este efecto no haya tenido lugar en todos los casos ni en todos los países. Aparecen también nuevas brechas laborales, a la vez que se consolidan algunas anteriores.

			Tasas de actividad y empleo: ¿hacia la igualación?

			Aunque la tasa de actividad femenina ha crecido durante los años de la crisis, aproximándose a la de los hombres, su tasa de empleo avanzaba mucho más rápidamente en los años anteriores a esta: entre 2000 y 2008 creció 4,5 puntos, por solo 2,5 puntos de la masculina; sin embargo, desde entonces se ha mantenido en torno al 63 por 100, 12 puntos por debajo del objetivo del 75 por 100, porcentaje en que se sitúa la tasa de empleo masculina. Si se hubiera mantenido la tendencia de crecimiento del empleo femenino anterior a la crisis, el objetivo del 75 por 100 se alcanzaría en 2021; si, por el contrario, se mantiene la tendencia actual, dicho objetivo no se alcanzará hasta el año 2038 (EC, 2014, pág. 5). 

			Por países, la diversidad de la tasa de empleo femenina es muy grande. Todavía nueve países están por debajo del 60 por 100 —entre ellos España—, mientras que solo Suecia se sitúa por encima del objetivo del 75 por 100. Además, hay países donde el empleo ya se ha recuperado y otros donde solo muy recientemente ha dejado de caer. 

			Una parte importante del crecimiento del empleo femenino, ya desde antes de la crisis, tiene lugar en empleos atípicos: temporales y con jornada a tiempo parcial no voluntaria que, en situaciones económicas contractivas, son siempre empleos más vulnerables y fáciles de eliminar. Aunque la crisis ha hecho aumentar la importancia de la jornada parcial hasta representar el 8,2 por 100 del empleo masculino, los hombres solo representan una cuarta parte de los part timers, mientras que en el caso de las mujeres la jornada parcial constituye casi un tercio de su empleo (32 por 100) y en algunos países se sitúa por encima del 40 por 100 (Alemania, Austria, Bélgica, Holanda), lo que siembra dudas acerca de la calidad del empleo creado para las mujeres.

			La promoción del empleo a jornada parcial permite mantener a la mano de obra en el mercado laboral, a la vez que se limita el incremento de la cifra de parados, aunque el número de horas de trabajo y los salarios pagados se reduzcan. Esta forma contractual da lugar a la aparición de nuevas brechas laborales, ya que genera menos derechos a prestaciones de todo tipo, incluidas las bajas parentales y las percepciones de jubilación, por lo que constituye un eje central de las nuevas formas de segregación laboral por género y edad. Asimismo, si se comparara el empleo de mujeres y hombres en equivalencia a tiempo completo, la tasa de empleo femenina sería considerablemente más baja, y la brecha de género, mayor. Ello se proyecta, a su vez, sobre la cuantía de las prestaciones actuales (desempleo) y futuras (jubilación). La segregación de género en las oportunidades de empleo contribuye a crear dos grupos con condiciones distintas: los que reducen jornada de forma voluntaria pero se les paga por ello —hombres en sectores masculinizados, con reducción de jornada— y los part timers involuntarios que no han podido encontrar empleo a tiempo completo —en su mayoría mujeres y jóvenes. En España el empleo a tiempo parcial es mayoritariamente involuntario.

			Algunos autores proponen estimar los efectos de la recesión económica sobre el empleo femenino considerando no solo el número de personas que perdieron su empleo sino también el crecimiento proyectado del empleo, es decir, aquellas personas que deberían haber encontrado un empleo pero no lo encuentran por el cambio de tendencia del crecimiento económico. Tendríamos así una nueva categoría para el análisis: foregone employment o empleos previstos pero volatilizados. Para el caso de España, Italia, Polonia y Eslovaquia se estima que, si se considera este efecto de empleos volatilizados, el impacto negativo de la recesión sobre el empleo femenino resultaría ser más del doble del ya contabilizado en los términos convencionales (Smith y Villa, 2014, págs. 93-97).

			Las tasas de desempleo y los flujos del mercado de trabajo (paro, actividad, inactividad, empleo): ¿cambios en los roles laborales femeninos y masculinos?

			Las tasas de desempleo de mujeres y hombres han alcanzado niveles históricamente altos en 2013 (tercer trimestre), particularmente en los países del sur de Europa (España, Italia, Grecia, Portugal). En los primeros años de la crisis, la segregación del empleo por sexo —concentración de las mujeres en empleos de servicios y públicos, y de los hombres en la industria y la construcción— protegió relativamente al empleo femenino, aunque las mujeres también perdieron muchos empleos en la industria. Sin embargo, en la segunda fase, caracterizada por las políticas de austeridad, aumentó más el desempleo en los servicios.

			El elevado desempleo hace que muchos trabajadores en paro, desanimados, abandonen el mercado de trabajo. Por el contrario, otros trabajadores deciden precisamente en la crisis entrar o mantenerse en el empleo para compensar las pérdidas de rentas de sus hogares. A estos últimos se les considera trabajadores añadidos. En la Gran Depresión de los años treinta del siglo pasado, muchas mujeres se incorporaron al empleo al quedar el cabeza de familia en paro, pero al llegar la recuperación económica abandonaron el mercado de trabajo. En esta Gran Recesión, sin embargo, los datos muestran que el efecto desánimo es mayoritariamente masculino, mientras que el efecto añadido es claramente femenino y muy importante en los países del sur de Europa anteriormente mencionados. Por ejemplo, en España la participación laboral femenina ha aumentado 5,4 puntos entre 2008 y 2012, mientras que la masculina se redujo 1,1 puntos. 

			Actividad, empleo y disponibilidad de tiempo

			Este aumento de la actividad laboral femenina ocurre a pesar de los desequilibrios de género en la disponibilidad de tiempo, ya que las mujeres europeas dedican una media semanal de 26 horas a actividades del hogar y de cuidados, comparadas con 9 horas de los hombres. La brecha de género en el trabajo no pagado se reduce muy lentamente; y ello se debe más a que las mujeres reducen sus horas de trabajo de cuidados que a que los hombres las aumenten. De seguir las tendencias actuales, se estima que serían necesarios 40 años para alcanzar la igualdad de género en este aspecto (EC, 2014, pág. 9).

			Educación, brecha salarial, brecha de ingresos y pobreza

			En la UE y sus países miembros, a pesar de que las mujeres realizan mayores inversiones en educación que los hombres, reciben en media un 16 por 100 menos de salario que ellos por hora de trabajo. La variabilidad entre países es muy grande. La brecha salarial se está reduciendo muy despacio, aunque la crisis aparentemente contribuye a su reducción, ya que los hombres también están experimentando caídas importantes de sus ingresos y las diferencias entre uno y otro sexo se acortan.

			La brecha salarial, las jornadas laborales más cortas y la intermitencia de los contratos, tienen como consecuencia la persistencia de enormes brechas de género en las pensiones, que pueden alcanzar más de 45 puntos de diferencia en el caso de las mujeres con respecto a los hombres, reflejando la acumulación de desventajas a lo largo del curso de la vida de las mujeres (EC, 2014, pág. 21). El riesgo de pobreza y exclusión social ha aumentado tanto entre los hombres como entre las mujeres, particularmente en los hogares monoparentales. 

			Las brechas de género y el problema de la medición de la desigualdad

			En los últimos 20 años han proliferado los índices de igualdad de género, que en su mayoría se basan en brechas de género calculadas como el porcentaje que representa el valor del dato correspondiente a las mujeres sobre el dato que corresponde a los hombres, que se toma como referencia. Antes de que la crisis nivelara hacia abajo las brechas de género en empleo, renta, pobreza y condiciones de trabajo, había amplio consenso en que las brechas captaban el grado de igualdad de género y que brechas más pequeñas indicaban progreso hacia la igualdad, mientras que por el contrario el aumento de las brechas mujeres/hombres implicaba retroceso y mayor desigualdad. Sin embargo, una de las cuestiones que han motivado cierta sorpresa en el transcurso de esta crisis es la comprobación de que las brechas de género en actividad, empleo y paro, rentas y pobreza, en unos casos aumentan, pero en otros se reducen. Ante los datos de reducción de las brechas de género, se puede caer en la tentación de interpretar que la crisis está teniendo un efecto positivo respecto a la superación de la desigualdad de género. Merece la pena, sin embargo, repensar la medición de la igualdad de género y relacionarla con la definición de objetivos de igualdad concretos. 

			Efectivamente, el problema es que las brechas no miden la distancia entre la posición de las mujeres y determinados objetivos de empleo en sentido absoluto, sino en relación con la posición de los hombres a nivel nacional. Para calibrar lo que implica la reducción de las brechas como resultado de la recesión basta con referirse, por ejemplo, a la tasa de empleo femenino, que ya antes de la crisis estaba muy lejos del objetivo del 75 por 100 para el año 2020. ¿Se puede considerar progreso de la igualdad que la brecha de género se haya reducido porque los hombres hayan retrocedido en tasa de empleo? Cuando se utilizan medidas relativas mujeres/hombres para comparaciones temporales, y se considera que el valor masculino es la referencia, los resultados pueden ser paradójicos, porque las brechas se reducen no solo porque mejore la situación de las mujeres sino porque empeore la de los hombres. Por ello, lo más lógico sería medir los avances hacia la igualdad de género en relación, por ejemplo, con el objetivo fijo de tasa de empleo femenino de 75 por 100 establecido por la Comisión Europea (Bettio y Verashchagina, 2014; Plantenga et al., 2012).

			CAMBIOS EN LOS COMPORTAMIENTOS LABORALES DE MUJERES Y HOMBRES Y NECESIDAD DE REVISAR LOS MARCOS DE ANÁLISIS


			La situación de las mujeres en el mercado de trabajo es diferente a la de los hombres no solo porque unas y otros se concentran en distintos sectores, ocupaciones y jerarquías laborales —segregación horizontal y vertical—, sino también por la mayor vulnerabilidad del empleo femenino —mayor incidencia de empleos temporales, a tiempo parcial, empleos informales y salarios más bajos. Por ello las recesiones económicas y los procesos de reestructuración también se manifiestan con efectos distintos por sexo. A su vez, mujeres y hombres no necesariamente reaccionan con comportamientos similares ante los efectos de la crisis, y ello se debe precisamente a que sus condiciones laborales y familiares también son distintas. 

			En una investigación internacional de carácter comparativo publicada originalmente en 1988 y en España cinco años después (Rubery, 1993) se contrastaban tres hipótesis alternativas sobre el impacto de las recesiones sobre las mujeres:

			1)La hipótesis amortiguadora, según la cual las mujeres, por su posición más vulnerable en el mercado de trabajo, constituyen una reserva flexible de mano de obra que se contrata en periodos de auge y se despide en las recesiones. Esta hipótesis, de participación laboral de las mujeres baja e intermitente, relacionada tanto con la teoría del capital humano como con las del mercado dual de trabajo, subraya el carácter procíclico del comportamiento del empleo femenino. Las dotaciones de capital humano más bajo y la ausencia de formación específica reducirían los incentivos de las mujeres y de las empresas para mantener el empleo femenino en situaciones de crisis. Su concentración en el segmento secundario del mercado de trabajo operaría en el mismo sentido. 

			2)La hipótesis de la segregación ocupacional por sexo, según la cual la demanda de trabajo femenino dependería del comportamiento de la demanda en los sectores dominados por las mujeres, y por tanto estaría más relacionada con el cambio estructural que con los factores cíclicos. En anteriores recesiones —que afectaron sobre todo a la industria— la segregación y segmentación del mercado de trabajo podría haber tenido un efecto protector sobre las mujeres, concentradas en empleos de servicios y empleos públicos.

			3)La hipótesis de la sustitución predecía, por el contrario, un comportamiento contracíclico del empleo de las mujeres, ya que, conforme la recesión se hiciera más intensa, las empresas tratarían de reducir costes contratando trabajadores más baratos, como son las mujeres. Ello podría verse estimulado también si las mujeres aumentan su participación laboral en situaciones de crisis como estrategia de los hogares ante la reducción de ingresos por el aumento del desempleo masculino (efecto trabajador añadido). 

			El análisis de las experiencias de recesiones anteriores concluía que las tres hipótesis pueden ser compatibles, considerando las condiciones específicas de cada país, sector y colectivo de mujeres. La segregación ocupacional sería típica de empresas pequeñas y empleos inestables y legalmente menos protegidos. Sin embargo más adelante, si la recesión permanece, las empresas recurrirían a la sustitución de trabajadores estables por otros menos estables y peor pagados. La hipótesis amortiguadora y la de la sustitución se refieren a los flujos del mercado de trabajo, mientras que la de la segregación se refiere a cambios estructurales a largo plazo, que conviven con los flujos (Gálvez Muñoz y Rodríguez Madroño, 2011; Rubery, 1993; Rubery, Smith y Fagan, 1999; Humphries, 1988). En todo caso, se reconocía el importante papel del Estado apoyando el empleo femenino con políticas públicas. 

			Un artículo reciente de Rubery y Rafferty («Women and Recession Revisited», 2013) vuelve sobre esta cuestión para constatar que en esta crisis la evidencia empírica para el Reino Unido muestra que las mujeres ya no cumplen el papel de amortiguador que se incorpora o retira en función de la expansión-contracción de la demanda. En otros trabajos (Bettio et al., 2013) se constata esta misma pauta de comportamiento para la mayoría de los países europeos, en los que muchas mujeres, y particularmente las casadas y/o con responsabilidades familiares, se han incorporado al mercado de trabajo en plena recesión —y responderían por tanto al tipo de trabajadores añadidos—, mientras que algunos grupos de hombres desempleados se han refugiado en la inactividad —tendrían, pues, un comportamiento de trabajadores desanimados. Como destacan Bettio y Verashchagina (2014), en esta crisis el papel de amortiguador lo están desempeñando y sufriendo los trabajadores jóvenes de uno y otro sexo. 

			Ante la evidencia de que, a pesar de la destrucción generalizada de empleo, la participación laboral femenina está aumentando, mientras que la masculina se reduce, parece necesario revisar los marcos de interpretación de los comportamientos laborales de mujeres y hombres, incorporando elementos del contexto de cada país, como el régimen familiar y de género —la división del trabajo por género; la cultura de género, y la dimensión de género del Estado de Bienestar—, así como los cambios en las regulaciones del mercado de trabajo. Estos elementos no solo nos permiten entender los efectos a medio y largo plazo de la recesión y la austeridad sobre la igualdad de género, sino que a su vez explican los cambios en los comportamientos de las mujeres en respuesta a la crisis y a las políticas de ajuste. Los comportamientos han cambiado como consecuencia de la nueva interacción entre tres elementos clave: la segregación ocupacional por género industria/servicios; el cambio en el papel de los ingresos de las mujeres respecto a la familia, y los cambios en el sistema de bienestar. 

			Para entender la configuración, solidez y evolución de las relaciones de género en el contexto específico de cada país recurrimos al concepto de régimen de género, acuñado por Pfau-Effinger (1998; 2010), que relaciona los procesos de integración o exclusión de las mujeres en la economía productiva, las regulaciones del mercado de trabajo, los modelos de familia y el sistema de relaciones de género. 

			Entre las diferentes categorías de regímenes de género, destaca el modelo nórdico y escandinavo, que considera a las mujeres como trabajadoras de forma inequívoca y apoya relaciones de género más igualitarias mediante la provisión de servicios públicos de cuidados. Su contrapunto es el modelo del Sur de Europa, de sistema familiar fuerte en la provisión de cuidados y marco laboral muy regulado, con baja participación femenina en el empleo. El modelo anglosajón, de carácter neoliberal, se sustenta en el empleo remunerado de las mujeres, tanto full time —caso de los Estados Unidos— como part time —caso de Reino Unido—, y servicios de cuidados de mercado. En los países del este de Europa existe un legado común de alta participación femenina, pero en la actualidad diferentes formas ideológico-religiosas afectan a las actitudes de las mujeres hacia el trabajo.

			Desde los años noventa, sin embargo, los diferentes regímenes de género preexistentes en los distintos países europeos habían ido convergiendo hacia una integración más estable y duradera de las mujeres en el empleo remunerado, facilitada por sus niveles educativos más elevados. Ello ha ocurrido en paralelo con un alejamiento claro del modelo familiar de sustentador o proveedor único masculino (male breadwinner) y un acercamiento progresivo hacia modelos familiares de doble trabajo y doble renta (double earner) e incluso de sustentador único femenino (female breadwinner). Este proceso ha sido estimulado y apoyado por el sistema público de bienestar mediante un proceso de desfamilización de las tareas de cuidados, con la ampliación de las bajas maternales y la extensión a los padres de las bajas parentales, el aumento de la oferta de servicios públicos de cuidado de niños y de mayores y las ayudas a la dependencia. Todo lo anterior se manifestó en cambios importantes en las pautas de formación de familias —menor fecundidad; más hijos fuera del matrimonio— y, sin duda, indujo un cambio en las aspiraciones de las mujeres respecto a su relación con el trabajo y su papel en la familia, poniendo en cuestión los roles de género tradicionales incluso en países, como España, donde el modelo de sustentador único masculino estaba todavía muy extendido. 

			En todo caso, esta mayor integración laboral de las mujeres incorpora también nuevas facetas de la vulnerabilidad femenina en el mercado de trabajo, ya que se ha llevado a cabo a costa de su mayor concentración —respecto a los hombres— en empleos temporales, a tiempo parcial, en autoempleo —en muchos casos no remunerado en negocios familiares— y en empleo informal, especialmente en los países del sur de Europa (Karamessini y Rubery, 2014b). También se ha reforzado la segregación sectorial y ocupacional de las mujeres por su concentración en el sector público, particularmente las mujeres con niveles educativos más elevados (Bettio y Verashchagina, 2009). 

			La cuestión clave es si las mujeres son una reserva laboral voluntaria o involuntaria, es decir, en qué medida las mujeres pueden ser actores económicos autónomos o se ven, por el contrario, limitadas al papel de amortiguadores. Estamos ante un proceso de cambios drásticos, porque las mujeres aceptan mucho peor que antes los roles tradicionales de género. Este cambio es más notable por menos esperado entre las mujeres jóvenes y particularmente las de niveles de estudios más bajos (Karamessini y Rubery, 2014b). La incógnita es si los cambios en las actitudes y comportamientos femeninos son lo suficientemente profundos como para no verse afectados por las nuevas políticas de reducción del gasto público, particularmente en países como España o Italia, donde conviven ideologías igualitarias con otras más conservadoras respecto al papel de la mujer. La persistencia y severidad de la crisis y de las políticas de austeridad puestas en práctica nos pueden llevar a un punto de no retorno para las relaciones de género, el empleo y el sistema de bienestar (Rubery, 2014). 

			LAS RESPUESTAS POLÍTICAS A LA CRISIS EN PERSPECTIVA DE GÉNERO


			En el periodo de auge anterior a la crisis, las políticas europeas y nacionales de igualdad de género y de apoyo público al empleo femenino buscaron justificación más allá de los argumentos de equidad, recurriendo a los argumentos de eficiencia. De esta manera se construyeron el business case for gender equality: la igualdad de género contribuye a que las empresas retengan el talento y la creatividad femeninos y por esta vía mejoren sus resultados y competitividad (Catalyst, 2007; McKinsey, 2010), así como el economic case for gender equality: las políticas que favorecen el aumento de la oferta laboral y del empleo femenino constituyen una de las principales vías para contrarrestar el envejecimiento de la población europea (Smith y Bettio, 2008). 

			Tras la irrupción de la crisis, sin embargo, a pesar del compromiso con la transversalidad de género activo desde 1996 y formalizado en el Tratado de Ámsterdam de 1997, así como del compromiso de incrementar las tasas de empleo femeninas, que era un «mantra» de las políticas de empleo europeas y nacionales, la igualdad de género y el empleo femenino se han vuelto invisibles. El planteamiento de las políticas ha cambiado, y si antes, en una Europa envejecida, el objetivo prioritario era incrementar la oferta de mano de obra incorporando más mujeres al mercado de trabajo, hoy solo se pretende generar más empleos, sin muchos miramientos respecto a la calidad de los mismos, para taponar el acuciante problema del desempleo (Villa y Smith, 2014).

			Las políticas de los gobiernos europeos se han movido entre dos opciones: abandonar la prioridad del apoyo a las mujeres trabajadoras —eliminando o reduciendo bajas parentales y servicios públicos de cuidados— en un vano intento de recuperar el papel de la mujer como ejército de reserva laboral o, por el contrario, reforzar las políticas de apoyo a las mujeres y a la igualdad de género, considerando que mantener e incrementar la participación laboral femenina es esencial para el crecimiento económico y la competitividad. 

			Todos los análisis realizados muestran las grandes divergencias que existen entre el sur y la periferia europea —con las políticas de ajuste y consolidación fiscal más severas, y también las mayores caídas del empleo— y los países del norte y algunos del centro de Europa, que han mantenido las políticas de igualdad y han resistido mejor la crisis del empleo. Incluso entre los países más afectados por la recesión, las diferencias son importantes. Las reducciones de empleos y servicios públicos, por ejemplo, han sido mucho menores en Islandia o Irlanda que en España, Grecia o Reino Unido (Bettio y Verashchagina, 2014; Smith y Villa, 2014; Karamessini y Rubery [eds.], 2014a).

			El Grupo Europeo de Expertos sobre Género y Empleo (EGGE) de la Unidad de Igualdad de la Comisión Europea, dirigido por Villa y Smith e integrado por expertas de todos los países europeos, ha llevado a cabo un detallado escrutinio del impacto de género de las políticas de mercado de trabajo (Villa y Smith, 2010; 2011; 2012). Se analizó una muestra de 1.400 medidas de empleo que se identificaban a nivel nacional como medidas contra la crisis y que cubrían el periodo 2008-2011. Todas las medidas consideradas tenían efectos de género, ya que afectaban a las posiciones respectivas de mujeres y hombres en el mercado de trabajo. Los resultados de este análisis son bastante preocupantes:

			—De las políticas y medidas de empleo, solamente entre el 16 y el 23 por 100 realizaban una adecuada aplicación de la transversalidad de género; el 17-22 por 100 solo realizaban una aplicación parcialmente adecuada, y el 60 por 100 no la realizaba en absoluto. 

			—De las medidas específicas anticrisis, prácticamente el 80 por 100 no consideraban aspectos de género; el 9-12 por 100 los consideraban parcialmente, y solo el 3-9 por 100 lo hacían adecuadamente. 

			—En los Programas Nacionales de Reformas de 2011, solo un 10 por 100 de las iniciativas políticas anunciadas o puestas en marcha tenían en cuenta el impacto de género. 

			Desde el punto de vista de las razones por las que se ha excluido a las mujeres y no se ha considerado la transversalidad de género en el diseño de las políticas, Smith y Villa (2014) clasifican los distintos tipos de medidas en la forma que se expone a continuación, y de esta clasificación recogemos con especial atención lo sucedido en España.

			En primer lugar, medidas anticrisis de las que las mujeres se han visto excluidas como consecuencia de la segregación sectorial del empleo: 

			—Medidas de impulso de la demanda y exenciones de impuestos para sectores masculinizados. En España, por ejemplo, el Fondo para el Desarrollo Local, que consistía, al igual que en otros países, como Dinamarca, Estonia, Finlandia, Portugal o Suecia, en medidas orientadas al impulso del sector de la construcción, mayoritariamente masculino.

			—Medidas de reducción del tiempo de trabajo financiadas por el sistema de la seguridad social, para sectores industriales masculinizados en crisis (en Alemania y en España el 80 por 100 de los beneficiarios de estas medidas eran hombres).

			En segundo lugar, políticas anticrisis que partían de la hipótesis amortiguadora y no veían con malos ojos la oportunidad de la vuelta de las mujeres de nuevo al hogar: 

			—En España, la reforma laboral de 2012 eliminó la reducción de cotizaciones por contratación de mujeres y hace más difícil la posibilidad de conciliación empleo-familia al limitar la capacidad de las trabajadoras para negociar la reducción de jornada por cuidado de hijos; reduce los derechos por lactancia materna y elimina los incentivos por la reincorporación de mujeres tras un periodo de baja por cuidado de hijos. 

			—Reducción de los beneficios por bajas parentales en general y reducción de las bajas maternales; eliminación o suspensión de las bajas paternales en muchos países. En España no se llevó a cabo la ampliación del tiempo de baja paternal que estaba prevista. 

			—Promoción de empleos flexibles —temporales, a tiempo parcial y autoempleo— para mujeres. En España, por ejemplo, permitiendo alargar la jornada parcial sin cambiar el tipo de contrato. 

			En tercer lugar, medidas que perjudican directamente a la incorporación laboral de las mujeres, tanto por los recortes de empleos públicos como por los recortes de la oferta de gastos y servicios sociales que dificultan la conciliación trabajo-familia y afectan a la integración laboral de las mujeres, como las siguientes:

			—Reducciones del empleo y los salarios femeninos, entre las que destacan los recortes de salarios a funcionarios en España y la congelación de las pensiones y de la oferta de empleos públicos en general y particularmente en salud, educación y asistencia social.

			—En España, la suspensión en 2012 de la aplicación de la Ley de Atención a la Dependencia de 2006, con reducción de recursos y beneficiarios en un 14 por 100; paralización del reconocimiento de derechos y elevación de los niveles de dependencia requeridos para obtener la prestación, así como eliminación de los subsidios a la asistencia en el hogar por cuidadores profesionales. 

			—También en España es notable la reducción del esfuerzo público en educación infantil con la eliminación del Programa Educa3, orientado a la escolarización de todos los niños desde la edad de 3 años, y la reducción de los gastos públicos en educación en el 31 por 100 en 2013 —cierre de escuelas rurales; eliminación de becas de comedor y transporte escolar (Marea Violeta, 2012). 

			Por último, entre las medidas de recorte directo de las políticas de igualdad, destacan las siguientes: 

			—Reducción de presupuestos para organismos de igualdad. En España, las organizaciones feministas estiman una reducción de recursos para políticas de género del 24 por 100 en 2013 (Marea Violeta, 2012), y lo mismo ocurre en otros países afectados por los recortes, como Irlanda, Grecia, Rumanía, Holanda, República Checa y Reino Unido —por ejemplo, reducción de dos tercios del presupuesto de la Comisión de Igualdad en Reino Unido (Rubery y Rafferty, 2013). 

			—Eliminación de organismos de igualdad de género. En España, supresión en 2010 del Ministerio de Igualdad, que había sido creado en 2008; paralización de proyectos de leyes regionales de igualdad en Galicia, Cataluña y Cantabria; paralización del Proyecto de Ley de Igualdad de Trato y contra la Discriminación, que pretendía la aplicación en nuestro país de varias directivas de la Unión Europea que han quedado ahora en suspenso.

			Como valoran Smith y Villa en su artículo «The Long Tail of the Great Recession: Foregone Employment and Foregone Policies» (2014), la larga cola de la recesión implica que no solo se pierden empleos femeninos que estaba previsto que se creasen sino que se han perdido también muchas políticas de igualdad. El mensaje es claro: en tiempos de crisis, estas políticas se consideran un lujo y una distracción; volvemos al modelo de política social inspirado en el hombre como sustentador único (Rubery, 2014).

			LOS EFECTOS DE LAS POLÍTICAS DE AUSTERIDAD SOBRE EL RÉGIMEN DE GÉNERO


			El análisis del impacto de la recesión y las políticas de consolidación fiscal sobre la situación de las mujeres y la igualdad de género no es algo cerrado ni se puede considerar definitivo, ya que muchos de los efectos de la austeridad y las reformas estructurales sobre el mercado de trabajo, sobre las políticas sociales y sobre el régimen de género todavía están por llegar. La austeridad ha servido como excusa para reducir la protección del empleo y también los salarios para hombres y mujeres, en una tendencia a largo plazo de mercados de trabajo más flexibles y menos regulados. También ha servido como justificación para reducir el gasto en prestaciones sociales y de cuidados. Por último, ha difuminado, cuando no eliminado completamente, el compromiso con la igualdad de género.

			En un reciente estudio comparativo sobre lo ocurrido en los ocho países europeos más afectados por la crisis —Reino Unido, Irlanda, Islandia, España, Italia, Portugal, Grecia y Hungría— más los Estados Unidos, Rubery (2014) sintetiza varios de los efectos a medio y largo plazo de las políticas neoliberales aplicadas en países como Reino Unido y España, en los términos siguientes: 

			—Un efecto de desplazamiento, por el que la relación de empleo normal (standard employment relation) estable, a tiempo completo, con un horario y una remuneración razonables, ya no es la institución de empleo dominante; por el contrario, se generaliza el empleo irregular, inestable, precarizado, en una sucesión de contratos puntuales, con salarios bajos y jornadas parciales, en horas de trabajo asociales y para las que no se retribuye el tiempo extra. También con la excusa de la recesión y la austeridad se generalizan las infracciones de los derechos sociales y laborales de las mujeres y la discriminación por ser mujeres o por ser madres, llegándose incluso a poner en cuestión los derechos laborales de las mujeres embarazadas. 

			—Un efecto de conversión, cuando la referencia de las condiciones de trabajo deseables deja de ser el sector público —cuyas condiciones se consideran «privilegiadas» en la coyuntura actual— mientras que las condiciones laborales del sector privado se convierten en el punto de referencia, en la norma para todos. Este enfoque neoliberal entiende que el objetivo de la flexibilización y desregulación del mercado de trabajo es «reducir los privilegios» de los empleados públicos y de los trabajadores con contratos estables, aunque lo que más se deteriora siempre son las condiciones de los empleos más inestables y precarios. 

			Este efecto de conversión resulta especialmente preocupante en España, donde la relación de empleo estándar —contrato estable y a tiempo completo— es la condición para la protección social —desempleo; jubilación; asistencia sanitaria.

			—Otro efecto de conversión tiende a producirse cuando el Estado, para reducir gasto
				público, deja de ser un empleador centrado en la calidad del empleo y pasa a ser un
				empleador centrado en los costes. La degradación del estatus y el salario en el
				sector público afecta especialmente a la calidad de los empleos de las mujeres con
				estudios superiores. En este sentido, se aprovecha la posición más vulnerable y
				desventajosa de las mujeres para reducir gasto público y degradar las condiciones de
				trabajo del empleo público en general.

			Las políticas de austeridad han detenido la expansión, hasta hace pocos años
				sostenida, de los sistemas de bienestar en los países europeos, y particularmente
				del papel del Estado como promotor de la igualdad de género que se llevaba a cabo,
				por una parte, con la desfamilización de las tareas de cuidados
				ofreciendo servicios públicos y, por otra, ofreciendo empleos de calidad a las
				mujeres. En estas condiciones, aumenta el volumen de trabajo no pagado en el hogar,
				pero es difícil que la división sexual del trabajo mejore a favor de las mujeres, lo
				que puede conducir a un deterioro de las relaciones y los roles de género y a un
				eventual aumento de la violencia doméstica. Rubery y Rafferty (2013) consideran,
				para el caso de Reino Unido, cómo la reducción de los servicios públicos de cuidados
				plantea un difícil dilema a las mujeres a la hora de ejercer su derecho al empleo
				remunerado, ya que para ejercer este derecho han de renunciar al derecho a cuidar de
				sus hijos, a menos que cuenten con el apoyo de algún familiar. 

			Existe un riesgo real de que el Estado deje de ser un agente promotor del empleo femenino y la igualdad de género y, por el contrario, sus políticas reviertan los avances de la igualdad que ha costado décadas alcanzar. Cuando el compromiso político con la igualdad de género deja de sustentarse sobre los objetivos de equidad y justicia social y pasa a justificarse de forma exclusiva en términos de resultados económicos, si la situación económica empeora, es fácil para los gobiernos utilizar la excusa de la reducción del gasto público para revertir las políticas de igualdad y eliminar los organismos de igualdad de género. De la misma manera que esto ha ocurrido en muchos países europeos, la igualdad está desapareciendo de muchas políticas de la propia UE. El problema es que la vuelta de las mujeres al hogar podría implicar menores ingresos y mayores gastos para el Estado (Smith y Villa, 2014).

			Es preocupante también el retroceso en las políticas sociales. Aunque la división sexual del trabajo en el hogar pueda mejorar por una mayor implicación de los hombres, el mercado de trabajo penaliza estas mejoras si no se cuenta con políticas específicas también para hombres —bajas parentales y reducciones de jornada para cuidar de los hijos— que apoyen el cambio en los roles de género respectivos. La alternativa de recurrir a las abuelas tiene límites claros, y persiste el problema del cuidado de los mayores y de otros dependientes. 

			Las políticas de austeridad pueden constituir un punto de no retorno en la configuración de las instituciones del mercado de trabajo, del sistema de bienestar y de las relaciones de género, que acabe con los avances realizados hacia la igualdad de género. ¿Cómo hacer frente a este momento crítico? Rubery (2014) y Karamessini y Rubery (2014a) nos sugieren que la clave está en los cambios tanto cíclicos como a largo plazo de las instituciones del mercado de trabajo y de los modelos de relaciones de género. Ya no resulta realista la idea de que las mujeres son cuidadoras universales y, por lo tanto, participantes intermitentes en el mercado de trabajo y primeras candidatas a sufrir las caídas de la demanda y a experimentar vulnerabilidad y exclusión laboral a largo plazo. Tampoco, en el extremo opuesto, se puede confiar en que la igualdad de género ya se ha alcanzado —puesto que las normas legales la reconocen—, y será el mercado, a través de la meritocracia, el que permitirá superar la discriminación y dar un tratamiento igual a las personas, con independencia de su sexo. En cada país, la situación va a depender de que su régimen de género sea de mujeres madres, cuidadoras y amas de casa o, por el contrario, de mujeres trabajadoras con apoyo de servicios públicos. Pero lo importante no son solamente los efectos de género de la crisis, sino que el género es un factor que puede contribuir a modelar la pauta específica de ajuste a la crisis. Se trata de observar las interacciones entre los cambios institucionales y las relaciones de género en los dos sentidos. 

			Alcanzar o no ese punto de no retorno para las relaciones de género depende de la solidez del compromiso político con la igualdad de género a nivel de cada Estado y de la UE, y del carácter de los cambios que la crisis provoque en el mercado de trabajo. Por ejemplo, en los países europeos que han apoyado la participación laboral femenina con servicios públicos y la han reforzado con políticas de igualdad es menos probable que las mujeres abandonen el mercado de trabajo si su integración en él ha determinado cambios en la economía familiar —hogares de doble renta, o de única proveedora femenina. Es posible que los cambios en la división sexual del trabajo ya no sean reversibles. 

			Por el contrario, la retirada de servicios sociales de calidad que sustituían el trabajo doméstico de las mujeres, la reversión de las políticas de desfamilización de los cuidados, la vuelta a los valores tradicionales que acompañan a la reaparición y el reforzamiento de las ideologías e iniciativas políticas conservadoras —el Tea Party en los Estados Unidos; las nuevas políticas familiares en Hungría; en España, el intento de eliminar la libertad y capacidad de decisión de las mujeres sobre su maternidad, que fue consagrada en la Ley de Derechos Sexuales y Reproductivos de 2008— son riesgos reales. 

			Pero las mujeres no se están retirando del mercado de trabajo y por el momento parece que los empleadores encuentran la mano de obra femenina tan empleable o más que la masculina, en parte por su mayor formación y también porque puedan ser más vulnerables a aceptar empleos por debajo de su nivel de educación y experiencia. Habrá procesos de resistencia de las mujeres a la imposición de ideologías no igualitarias, a través de su compromiso creciente con la educación y el empleo, así como por la reducción de la fecundidad. Sin embargo, la permanencia de las mujeres en el empleo puede ser a costa del deterioro de las condiciones de trabajo para todos, hombres y mujeres.

			LOS EFECTOS DE LA RECESIÓN Y LA AUSTERIDAD EN ESPAÑA EN PERSPECTIVA DE GÉNERO


			España es, con Grecia, el país de la Eurozona en el que los efectos de la crisis sobre el mercado de trabajo, y también sobre la desigualdad y la pobreza, están siendo más graves. La tasa de paro alcanzó su máximo en el primer trimestre de 2013 (26,4 por 100) superando los 6,2 millones de parados. A día de hoy, finalizado el tercer trimestre de 2014, la tasa de paro está todavía en el 23,67 por 100. Respecto a la pobreza, según el último informe de Cáritas Europa 2014, la tasa de riesgo de pobreza y exclusión social4 fue del 25,1 por 100 en 2012 en la UE, y en España fue del 28,2 por 100 (Cáritas Europa, 2014). Más de 13 millones de personas se encuentran en esta situación en nuestro país, con un aumento anual en torno a 300.000 personas desde 2008. Asimismo, España es uno de los países en los que se han experimentado mayores retrocesos en la igualdad de género en términos políticos e institucionales. 

			Ante esta situación son necesarios análisis que permitan conocer de forma rigurosa qué está ocurriendo en España en términos de empleo, salarios, desigualdad económica y pobreza como consecuencia de las políticas de austeridad, de las reformas estructurales, de la reducción y eliminación de prestaciones laborales y del Estado de Bienestar. Con ese propósito, este libro reúne investigaciones originales que utilizan distintas fuentes estadísticas para mostrar, en primer lugar, el impacto de la Gran Recesión sobre mujeres y hombres, sobre empleo y desempleo, desigualdades salariales y desigualdad y pobreza en general; en segundo lugar se abordan los efectos de la austeridad sobre las políticas de empleo, así como sobre las políticas de cuidados. Por último se analiza la evolución de la situación respecto al acceso y presencia de las mujeres en el poder económico —puestos directivos y consejos de administración de las empresas— con el fin de atisbar si en la salida de la crisis las expectativas del mercado de trabajo podrán ser algo mejores para las mujeres que en los momentos actuales.

			Actividad, empleo y paro por género en España en la recesión

			El capítulo de Raquel Llorente, Carlos Iglesias y Diego Dueñas muestra, con datos de la Encuesta de Población Activa y de la Estadística de Flujos de la Población Activa (del Instituto Nacional de Estadística, INE), los impactos y comportamientos diferenciales de mujeres y hombres en el transcurso de la crisis en España. En primer lugar, que la destrucción de empleo empezó primero para los hombres, en el segundo trimestre de 2008, y fue intensa, ya que afectó particularmente a sectores muy masculinizados, como construcción, industria y transporte terrestre; en el caso de las mujeres se inicia en el primer trimestre de 2009, y es especialmente importante en sectores feminizados como comercio al por menor y hostelería. 

			En segundo lugar, se evidencia la distinta reacción de unos y otras ante las ensombrecidas perspectivas del mercado de trabajo español: mientras que los hombres reducen su tasa de actividad y se retiran del mercado laboral (efecto de- sánimo), las mujeres se incorporan con mayor intensidad a la actividad laboral (efecto trabajadoras adicionales), particularmente las casadas y las que son la persona de referencia del hogar. Ello muestra la fuerza del nuevo papel de las mujeres como sostén económico de sus familias, también en España al igual que en otros países de la UE. 

			Entre los escasos empleos creados en plena crisis predominan las mujeres, por su perfil de estudios y cualificaciones más adecuado para actividades sanitarias y de asistencia y servicios sociales. De manera que la segregación sectorial y ocupacional por género se mantiene, ya que, pese a la mayor destrucción de empleo en sectores masculinizados, no ha aumentado la presencia de mujeres en dichos sectores. 

			Una gran parte de la destrucción del empleo se ha canalizado a través de la eliminación de empleos temporales, y esto ha beneficiado más a los hombres que a las mujeres; asimismo, aunque los contratos a jornada parcial han aumentado entre los hombres, siguen representando solamente el 8 por 100 de su empleo, frente a casi el 26 por 100 del empleo femenino. 

			Desigualdades y brecha salarial de género

			Dueñas, Llorente e Iglesias analizan en un segundo capítulo las diferencias salariales y la discriminación de género con datos procedentes de dos fuentes distintas, la Structure of Earnings Survey de Eurostat y la Encuesta Nacional de Estructura Salarial del INE. A pesar de la caída generalizada de los salarios de hombres y mujeres por motivo de la crisis, la brecha salarial de género persiste, situándose en el 17,9 por 100 en 2012, y tiende a crecer en los últimos años, revirtiendo tendencias anteriores de reducción. La brecha salarial se sustenta en la desigual distribución de mujeres y hombres en los empleos y en la existencia de segregación ocupacional. En el caso de los hombres, sus salarios medios se reducen por la destrucción de empleo en sectores de salarios medios altos —construcción e industria—, mientras que en el caso de las mujeres influye más la reducción generalizada de salarios en todos los sectores productivos. 

			Se aprecian rasgos preocupantes respecto al futuro de la igualdad salarial. La tendencia creciente de incorporación de las mujeres al mercado de trabajo no tiene como efecto que reciban mayores salarios sino que, por el contrario, sus remuneraciones son más bajas debido a las peores condiciones laborales de sus empleos (contratos temporales, jornada parcial, en servicios tradicionales que se consideran de poca cualificación, con menos horas de trabajo que los hombres), así como por efectos no explicados que responden a distintos tipos de discriminaciones de género. Otros rasgos preocupantes son que la penalización salarial es más elevada para las mujeres de más edad; asimismo, la brecha salarial es más del doble (31,8 por 100) en los empleos a tiempo parcial (femeninos en el 73,3 por 100) que en los empleos a tiempo completo (12,8 por 100).

			Desigualdad y pobreza: el impacto de la recesión y la austeridad por género

			El capítulo elaborado por Olga Cantó, Inmaculada Cebrián y Gloria Moreno aborda, en perspectiva de género, los efectos devastadores de la crisis —desempleo, caída de los salarios reales, debilitamiento del sistema de prestaciones del Estado de Bienestar— sobre el crecimiento de la desigualdad en la distribución de la renta y el aumento de la pobreza. Para ello analizan de forma pormenorizada, con datos de la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) y datos trimestrales de la Encuesta de Población Activa (ambas del INE), cómo ha evolucionado en los últimos ocho años el riesgo de las mujeres, y de los hombres, de vivir en hogares pobres, en familias sin ingresos y en los hogares más excluidos del empleo. 

			En España, donde los hogares y las familias desempeñan un papel muy importante a la hora de proteger a sus miembros de la pobreza, durante la crisis se han experimentado cambios notables en la organización familiar, reforzándose el papel de las mujeres como sustentadoras económicas. Dentro del empeoramiento absoluto en desempleo, pobreza y desigualdad, la crisis ha reducido la brecha de pobreza entre mujeres y hombres, por el deterioro de la situación laboral de los hombres; sin embargo, lo anterior no significa que se haya reducido el riesgo absoluto de pobreza de las mujeres, sino que por el contrario ha aumentado considerablemente, sobre todo entre las más jóvenes que viven en pareja o tienen hijos.

			Resultados laborales y políticas del mercado de trabajo

			El capítulo de Miguel Ángel Malo centra su análisis de la Gran Recesión en España en la falta de adecuación de las políticas de empleo a la evolución del mercado de trabajo y al objetivo de la igualdad de género. La comparación entre la evolución de las tasas de empleo y paro masculinas y femeninas (EPA) entre los años de expansión (2002-2007) y los de crisis (2008-2012) confirma que las tasas de uno y otro sexo se aproximan debido al empeoramiento de la situación de los varones. Con datos de los flujos de altas y bajas de mujeres y hombres en las empresas españolas entre 2007 y 2012 —a partir de la Encuesta de Coyuntura Laboral del Ministerio de Empleo— se comprueba la mayor resistencia del empleo femenino, en la medida en que las altas de mujeres se desploman por la crisis, pero mucho menos que las de los hombres. 

			Con datos de la EPA sobre las tasas de empleo de nativos e inmigrantes por grupos de edad, se explora la complementariedad entre la participación laboral de las nativas españolas con cargas familiares y de las inmigrantes —que se harían cargo de esas cargas familiares de forma remunerada. En la crisis, se reduce el empleo femenino inmigrante, mientras que su complementario, el empleo de nativas universitarias con cargas familiares, se mantiene. Esta resistencia del empleo femenino a la crisis superior a la de los varones se debe, según su interpretación, no tanto al efecto desanimado/añadida como a una mayor resistencia femenina a todo lo largo del ciclo vital. 

			Respecto a las políticas de empleo, bajo el lema de la austeridad en el gasto se han centrado en reformas laborales en lugar de aplicarse políticas activas para que los parados encuentren empleo. A partir de la reforma laboral de 2012 se han reducido los derechos para la conciliación, lo que afecta particularmente a las mujeres, y ello se ha agravado por la paralización de la Ley de Atención a la Dependencia. También con dicha reforma los Planes de Igualdad han perdido fuerza, ya que pueden ser modificados unilateralmente por la empresa, salvo que tengan carácter expreso de convenio colectivo. Asimismo, aunque las últimas Estrategias Españolas de Empleo y los Planes Anuales de Empleo incorporan el objetivo de la igualdad de género, lo hacen de manera más retórica y formal que efectiva. Por todo ello, se concluye que la reducción de las brechas de género que están experimentando algunas variables del mercado de trabajo será transitoria, ya que el diseño de las reformas laborales, las estrategias y los planes no tiene en cuenta sus efectos sobre las desigualdades de género. 

			El déficit de los cuidados

			Constanza Tobío y Juan Antonio Fernández Cordón analizan el déficit de cuidados en la crisis desde la perspectiva del empeoramiento —«cronificación»— de los ya muy graves problemas de las mujeres para conciliar los cuidados con el empleo: en España la crisis no es un paréntesis, sino la exacerbación de una situación difícilmente sostenible. Comparando con las diversas situaciones de los países más importantes de nuestro entorno— Alemania, Italia, Suecia, Francia, Noruega—, se deduce que si el Estado no externaliza las funciones de cuidados, al igual que se ha hecho con las de salud y educación, los objetivos de incorporación de las mujeres al empleo a tiempo completo se vuelven inalcanzables, porque el alargamiento y la intensificación del tiempo de trabajo las condena al tiempo parcial y al subempleo. 

			Los autores destacan que uno de los problemas que impiden profundizar en el análisis de lo que está ocurriendo en el mercado de trabajo es que en las encuestas de fuerza laboral no se considera la diversidad de situaciones que subyacen a la categoría de inactivos. En esta línea, enriquecen la comparación de España con otros países más avanzados con estimaciones de tasas de propensión al paro y tasas de paro corregidas, que permiten profundizar en el significado diverso de la categoría inactividad. 

			En cuanto a las prestaciones del Estado de Bienestar en España, advierten que los recortes han sido más sobre desarrollos previstos que sobre políticas efectivamente aplicadas, y achacan esta situación a que en nuestro país la problemática de las políticas de conciliación ha tenido un desarrollo tardío y más basado en la dotación de tiempo que en la oferta de servicios públicos para conciliar. Solamente durante el periodo 2004-2010 las políticas de conciliación constituyeron una prioridad, junto a las políticas de igualdad de género. Sin embargo, el primer efecto de las políticas de austeridad de 2010 fue poner en suspenso los avances políticos e institucionales realizados, así como las dotaciones económicas. La contribución creciente de las mujeres al crecimiento económico por medio de su empleo no está redundando en una mayor oferta de servicios públicos que acompañe y facilite esta incorporación laboral.

			Las mujeres y el poder económico en la recesión y la austeridad

			Para finalizar, Juan Martín y José Luis Martínez Cantos completan el análisis con el seguimiento de los cambios institucionales y regulatorios que se han ido impulsando en España y la Comisión Europea para que los países de la UE incorporen más mujeres a los consejos de administración y a los puestos de decisión en las empresas, en el convencimiento de que estos puestos de alta dirección constituyen los ámbitos donde el poder y la autoridad se originan y perpetúan. Si las mujeres no pueden acceder a estos puestos, esta es una de las principales causas, y no solo un reflejo, de la persistencia de la desigualdad de género en el mercado de trabajo. Con datos de la Labour Force Survey de Eurostat para el conjunto de la UE, y de los Informes Anuales de Gobierno Corporativo de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), los autores confirman que la situación actual es de infrarrepresentación de las mujeres, y aunque existe un proceso de convergencia, es tan lento que parecen necesarias medidas contundentes —cuotas— para revertir la desigualdad. Tener más mujeres en estos ámbitos sería, sin embargo, esencial para revertir también los retrocesos en políticas de igualdad de género y de conciliación que están teniendo lugar con la excusa de la recesión y las políticas de austeridad.
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